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                 TRIBUNAL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL CAUCA

Actor:

Jesús Leonel Chaguendo y otros


               


                             Página 20  
Demandado:
INVÍAS y otros
Acción: 

Reparación directa


REPARACIÓN DIRECTA/ Accidente de tránsito por presunta falta de demarcación de obras por parte del INVIAS/El conductor conocía que la obra no había sido terminada y por lo tanto, actúo con falta de precaución excediendo su velocidad/ No es posible concluir que el estado de la vía y la inadecuada señalización de la misma fuera la causa directa y necesaria del daño alegado por la parte actora/Revoca decisión de primera instancia. 
Conforme a lo expuesto, se percibe que a pesar de que a la altura del kilómetro 2+285 de la vía Popayán – Cali se estaban adelantando obras que aún no dejaban en pleno funcionamiento la carretera, tal circunstancia sí era conocida y previamente advertida por los conductores que por ahí transitaban, y por ende, es claro que el señor José Ignacio Chaguendo Casamachin sabía que al transitar por tal sector debía obrar con mayor precaución y no exceder su velocidad, por la existencia de obras en el trayecto, las cuales no sólo conocía por el hecho de existir las señales que advertían sobre los trabajos en la vía, sino además por la circunstancia de que él trabajaba para las personas que estaban adelantando las obras en ese sector.

Por tal razón, la Sala tiene que los hechos no atendieron a las condiciones en las que en ese momento se encontraba la vía, pues tanto la víctima del accidente como los otros conductores conocían con antelación que se estaban realizando adecuaciones y que debían obrar con cuidado, máxime, cuando se advierte que a pesar de que en el punto exacto del la carretera estaba rizada o algo rugosa, la misma era plana y no contaba con huecos o sobresaltos que impidieran una buena maniobrabilidad, aspecto que incluso llevó a que en el informe de accidente de tránsito se indicará que la vía estaba en unas condiciones aceptadas como buenas por las autoridades de policía que lo elaboraron, afirmación que ciertamente se puede comprobar en las fotografías contenidas en el acta de levantamiento del cadáver y en la inspección realizada al lugar de los hechos por agentes del CTI, en las que no se advierte la existencia de huecos o baches en el punto donde fue atropellado el señor Chaguendo Casamachin (fl. 177, 222-230, 237, 238 c. pbas.).

(…) 

Así las cosas, debido a que después de la valoración de las pruebas debidamente allegadas en el presente asunto no es posible concluir que el estado de la vía y la inadecuada señalización de la misma haya sido la causa directa y necesaria del daño alegado por la parte actora, no se puede imputar el mismo a las entidades demandadas, y por tanto, no se les puede endilgar responsabilidad. 

En consecuencia, al no compartir la Sala la decisión emitida en la primera instancia de acceder a las pretensiones, procederá a revocar la sentencia del a quo para en su lugar disponer la denegatoria de las pretensiones, razón por la cual resulta innecesario adentrarse a los demás argumentos de apelación.
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TRIBUNAL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL CAUCA

-SALA DE DECISIÓN 005-

SENTENCIA RD-017
Popayán, quince (15) de mayo de dos mil catorce (2014).
Magistrada Ponente:
Carmen Amparo Ponce Delgado
Expediente:
19001333100520050128001
Actor:

Jesús Leonel Chagüendo y otros
Demandado:                 
Instituto Nacional de Vías y otros
Acción:


Reparación Directa
Procede la Sala a resolver el recurso de apelación interpuesto por las partes demandante y demandada contra la Sentencia No. 020 del 10 de febrero de 2012, por medio de la cual el Juzgado Quinto Administrativo de Descongestión del Circuito de Popayán accedió parcialmente a las pretensiones de la demanda de la referencia. 

l.  ANTECEDENTES

1. DEMANDA (fls. 183-194 c.ppal.)
1.1. PRETENSIONES (fl.184 ib.)
“PRIMERA: Declárese administrativa u civilmente responsables al INSTITUTO NACIONAL DE VÍAS-INVÍAS, al INSTITUTO NACIONAL DE CONCESIONES – INCO y la UNIÓN TEMPORAL “DESARROLLO VIAL DEL VALLE DEL CAUCA Y CAUCA”- UTDVVCC (Conformada por Sideco Americana S.A., Pavimentos Colombiana Ltda., Luis Héctor Solarte y Carlos Alberto Solarte) de todos los daños y perjuicios morales y materiales causados a JESUS LEONEL CHAGUENDO CASAMACHIN, TERESA URBANO CERON, GERSSON ALEXANDER CHAGUENDO URBANO, MILLER IGNACIO CHAGUENDO URBANO, SEGUNDO PASTOR MUÑOZ URBANO Y LUIS ARMANDO MUÑOZ URBANO, o a quien sus derechos represente al momento del fallo, con motivo de la muerte violenta e inesperada de su esposo, padre de sangre, padre de crianza y hermano JOSE IGNACIO CHAGUENDO CASAMACHIN, sucedida el 31 de agosto de 2003, cuando se desplazaba en su bicicleta a la altura del kilómetro 2+85 de la vía Panamericana, vereda Rio Blanco, Municipio de Popayán, al ser arrollado por el vehículo tipo tractomula, de placas WRC-829 y Remolque R-28612 que hacía su desplazamiento por la misma vía, accidente que se produjo porque la vía Panamericana en dicho sector además de encontrarse totalmente rizada al haberse raspado con maquinaria porque estaba siendo objeto de trabajos de obra pública por parte de las entidades demandadas, carecía de demarcación y señalización. 
SEGUNDA:

Como consecuencia de la anterior declaración condénese al INSTITUTO NACIONAL DE VÍAS – INVÍAS, INSTITUTO NACIONAL DE CONCESIONES –INCO Y LA UNIÓN TEMPORAL “DESARROLLO VIAL DEL VALLE DEL CAUCA Y CAUCA”-UTDVVCC, (conformada por Sideco Americana S.A. Pavimentos Colombia Ltda. Luis Héctor Solarte y Carlos Alberto Solarte) a pagar por intermedio de su apoderado los perjuicios de los actores así:

A. POR PERJUICIOS MORALES:

Páguese a TERESA URBANO CERON, GERSSON ALEXANDER CHAGUENDO URBANO, MILLER IGNACIO CHAGUENDO URBANO, SEGUNDO PASTOR MUÑOZ URBANO, LUIS ARMANDO MUÑOZ URBANO Y JESUS LEONEL CHAGUENDO CASAMACHIN, el equivalente a cien (100) salarios mínimos legales mensuales vigentes para cada uno a la fecha de la ejecutoria de la sentencia, por el profundo trauma psíquico y moral que produce un hecho injusto atribuible a las entidades demandadas.

B. POR LUCRO CESANTE:
Páguese a la esposa TERESA URBANO CERÓN la suma de $200.000.0000.oo o el valor que resulte de aplicar la fórmula aceptada por el Consejo de Estado, teniendo en cuenta el término de vida probable y el monto de la ayuda económica que le destinaba  su esposo José Ignacio.

C. Condénese a las demandadas al pago de costas procesales y agencias en derecho.

D. Las codenas se actualizaran conforme a la variación de el (sic) índice precios al consumidor y devengarán intereses señalados en el art. 177. C.C.A. desde la ejecutoria del fallo.

E. Se dará cumplimiento a la sentencia dentro de los 30 días siguientes a su ejecutoria. (…)”
1.2. HECHOS (fl. 185 ib.)
Como fundamentos fácticos se exponen, en síntesis, los siguientes:

El día 31 de agosto de 2003, aproximadamente a las 2:20 p.m., el señor José Ignacio Chagüendo Casamachin se desplazaba en su bicicleta por la vía panamericana que conduce de Cali a Popayán, y al llegar a la altura del kilómetro 2+85 metros, fue arrollado por la tractomula de placas WRC-829 y remolque R-28621, que era conducida por el señor Segundo Tulio Martínez Mejía, quien transitaba en el mismo sentido. Producto del accidente el señor Chagüendo Casamachin perdió la vida de forma instantánea.

La Fiscalía Segunda Seccional Delegada de la Ciudad de Popayán adelantó la investigación penal por el homicidio de Jesús Leonel Chagüendo contra el señor Segundo Tulio Martínez Mejía, dentro de la cual éste y otros testigos refirieron que la víctima había perdido el control de la bicicleta debido a que la vía estaba rizada, por lo que cayó y fue arrollado por la tractomula.
2. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA 
2.1 INSTITUTO NACIONAL DE VÍAS –INVÍAS-. (fl. 288-297 ib.)

La apoderada de esta entidad se opone a la prosperidad de las pretensiones, arguyendo en primer término que el INVÍAS suscribió el Contrato de Concesión 005 del 29 de enero de 1999 con la “Unión Temporal Desarrollo Vial del Valle del Cauca”, conforme al cual ésta última se comprometió a realizar por su cuenta y riesgo los estudios y diseños definitivos, las obras de construcción, rehabilitación y mejoramiento del proyecto denominado malla vial del valle del cauca y cauca, por lo que constituyó una póliza de responsabilidad civil extracontractual con la Aseguradora Confianza S.A., que estaba vigente para la época de los hechos; razón que conlleva a que sea la Unión Temporal la que debe responder frente al daño alegado por la parte actora en la demanda, pues en ella recaía la obligación de señalizar la vía.
Así, la apoderada propuso las excepciones de “falta de legitimación en la causa por pasiva”.

2.2 DE LA UNIÓN TEMPORAL DESARROLLO VIAL DEL VALLE DEL CAUCA Y CAUCA –UTDVVCC- (fl. 324 ib.)

El apoderado de la unión temporal manifiesta en primer término, que el lugar donde ocurrió el accidente en el que perdió la vida el señor José Ignacio Chaguendo Casamachin, contaba con la debida demarcación y la ubicación en la distancia respectiva de los anuncios de “vía en construcción”, “inicio de obra a 500 metros”, “inicio de obra a 300 metros”, “inicio de obra a 100 metros”, a los cuales se acompañó respectivamente de las señales de “velocidad 60km/h”, “velocidad 40km/h”, y “velocidad 20km/h”; y que además alrededor de toda la zona de los trabajos existían varias señales de prevención para el paso de vehículos y peatones con cuidado, así como la demarcación con cinta refractiva que indicaba que la vía estaba siendo intervenida.
El accidente atendió principalmente al actuar de la víctima, quien se movilizaba en una bicicleta que es un vehículo frágil e inestable, y del conductor de la tractomula, quien no guardó el límite máximo de velocidad y sobrepasó al conductor de la bicicleta, sin prever que su maniobra era peligrosa por las dimensiones del vehículo en el que se trasnportaba. De lo que concluye el apoderado que se debe presumir la culpa en ellos dos por estar ejerciendo actividades peligrosas.
Con base en lo anterior, se alegaron las excepciones de “inexistencia de la obligación”, “carencia de derecho para demandar”, “falta de legitimación en la causa por pasiva”, “responsabilidad a cargo de un tercero”, “culpa de la víctima”, “prescripción”, “caducidad” y “la innominada”.
2.3 EL INSTITUTO NACIONAL DE CONCESIONES
Esta entidad guardó silencio durante el término de fijación en lista (fl. 329 ib.)
2.4 DEL LLAMADO EN GARANTÍA – ASEGURADORA DE FIANZAS LA CONFIANZA S.A. (fl. 9 c. llamamiento)
La apoderada de esta entidad refiere que, si bien entre el INVÍAS y la UTDVVCC se suscribió un contrato que fue amparado por la póliza de responsabilidad civil RCE02 01 952230 emitida por esta aseguradora, la misma ha sufrido diferentes modificaciones, con base en las cuales se tiene que no es posible emitir condena en su contra. 
Para el efecto, señala que la garantía de la póliza es inexigible por cuanto para la ocurrencia del siniestro ésta ya no estaba vigente, en tanto que la misma sólo se mantuvo hasta el día 01 de julio de 2003.

Además expresa que, de la simple enunciación de los hechos objetos de demanda se puede afirmar que no existe nexo de causalidad con el que se pueda derivar responsabilidad a la entidad demandada, pues en ellos se narra que el conductor de la tractomula arrolló al señor Chaguendo cuando este perdió el control de su bicicleta, y por tanto, cualquier responsabilidad debe ser asumida por ellos; máxime cuando la vía contenía la señalización que indicaba que estaba siendo reparada.
Se señala por la apoderada que la póliza suscrita excluye de forma expresa el pago de daños a bienes intangibles, así como aquéllos respecto de los que se demuestre que éstos se produjeron por el incumplimiento de disposiciones legales y contractuales, con culpa grave o dolo de los asegurados, de modo que no puede llamarse a responder a la aseguradora, más aún cuando se tiene que el señor Chaguendo laboraba para la obra, pues la póliza sólo ampara el riesgo contra terceros.
Advierte que al proceso debió vincularse de forma obligatoria a las personas encargadas del la tractomula: el conductor Segundo Tulio Martínez, el propietario César López Fernández y a la empresa de Transportes Oro a la que estaba afiliado el vehículo; sin los cuales se configura una indebida integración del contradictorio por pasiva.
Finalmente, se solicita que en caso de una eventual condena, la aseguradora sólo puede responder hasta por el monto asegurado, de acuerdo a los valores que sean deducibles por cuenta del pago de otras sumas.

De ese modo propuso las excepciones de: 

· Inexigibilidad de la póliza de seguro de responsabilidad civil extracontractual No. RCE02-01-0952230 debido a la ocurrencia del siniestro por fuera de la vigencia del contrato de seguro.

· Inexistencia de responsabilidad del tomador de la póliza de seguro de responsabilidad civil extracontractual No. RCE02-01-0952230 y consecuente inexigibilidad del seguro, por la falta de prueba de imputabilidad del daño.

· Inexigibilidad del seguro por falta de prueba del siniestro y su real cuantía y consecuente inexistencia de perjuicios.

· Inexigibilidad de la póliza de seguro de responsabilidad civil extracontractual NoRCE02-01-0952230 por expresas exclusiones.

· Inexigibilidad de la póliza de seguro de responsabilidad civil excontractual No. RCE02-01-0952230 por ausencia de cobertura frente a los hechos y pretensiones de la demanda”

· Indebida integración del contradictorio y falta de legitimación en la causa por pasiva.

· Máximo valor asegurado, disminución del mismo y deducible.

3. SENTENCIA APELADA (fl. 424-435 ib)
El Juzgado Quinto Administrativo de Descongestión del Circuito de Popayán profiere sentencia el día 10 de febrero de 2012 en la que accede parcialmente a las pretensiones en los siguientes términos:
“PRIMERO: DECLÁRASE PROBADA DE OFICIO la excepción de falta de legitimación en la causa por pasiva del INSTITUTO NACIONAL DE CONCESIONES “INCO”, conforme lo expuesto en la parte considerativa en el presente fallo.
SEGUNDO: DECLARAR administrativamente responsable al INSTITUTO NACIONAL DE VÍAS – INVÍAS, de los daños causados a los demandantes, con ocasión del accidente de tránsito en el que estuvo involucrado el señor JOSÉ IGNACIO CHAGUENDO CASAMACHIN, sucedido el día 31 de agosto de 2003 en la Vía Panamericana, Sector de Río Blanco, Municipio de Popayán (…).
TERCERO: CONDÉNASE al INSTITUTO NACIONAL DE VÍAS – INVÍAS a pagar por concepto de PERJUICIOS MORALES, las siguientes sumas, que se liquidarán en todos los casos conforme al valor del salario mínimo legal mensual vigente, a la ejecutoria de esta sentencia.

	NOMBRE DE RECLAMANTE
	PARENTESCO
	S.M.L.M.V.

	TERESA URBANO CERÓN  
	ESPOSA
	100

	MILLER IGNACIO CHAGUENDO URBANO
	HIJO
	100

	GERSON ALEXANDER CHAGUENDO URBANO
	HIJO
	100

	JESUS LEONEL CHAGUENDO CASAMACHIN
	HERMANO
	50

	LUIS ARMANDO MUÑOZ URBANO
	HIJO CRIANZA
	50

	SEGUNDO PASTOR MUÑOZ URBANO
	HIJO CRIANZA
	50


CUARTO: CONDÉNASE al INSTITUTO NACIONAL DE VÍAS – INVÍAS, a pagar a la Señora TERESA URBANO CERÓN, por concepto de PERJUICIOS MATERIALES, en la modalidad de LUCRO CESANTE, la suma de NOVENTA Y NUEVE MILLONES CUATROCIENTOS CINCUENTA Y UN MIL CIENTO TREINTA Y SEOS PESOS ($99.541.136) M. cte.
QUINTO: CONDENAR a la UNIÓN TEMPORAL PARA EL DESARROLLO VIAL DEL VALLE DEL CAUCA Y CAUCA –UTDVVCC- a reembolsar al INSTITUTO NACION (sic) DE VÍAS –INVÍAS- los valores que esa entidad deba cancelar en cumplimiento del presente fallo, de acuerdo a lo considerado en la parte motiva del mismo.
SEXTO: CONDENAR a la COMPAÑÍA ASEGURADORA DE FIANZAS S.A. “CONFIANZA”, a reembolsar al INSTITUTO NACIONAL DE VÍAS – INVÍAS – el monto total de la condena que mediante el presente fallo se le impone a éste, sin embargo deberá tener en cuenta que tal reembolso no puede superar el límite de disponibilidad de recursos existentes, a la fecha de pago, de acuerdo con el valor asegurado en la póliza, conforme a lo expuesto en la presente sentencia.

SÉPTIMO: NIÉGANSE las demás pretensiones de la demanda.

OCTAVO: CÚMPLASE la condena en los términos de los Artículos 176 y 177 del C.C.A. 

NOVENO: Sin costas por no haberse causado.

DÉCIMO: Por Secretaría liquídense los gastos del proceso.

DÉCIMO PRIMERO: CONSÚLTESE el presente fallo, si no fuere apelado.

DÉCIMO SEGUNDO: ARCHÍVESE el expediente, una vez esté en firme esta decisión, previa cancelación de su radicación. (…)”
Para arribar a tal decisión, la juez de primera instancia refiere en primer término que el daño aparece acreditado, por cuanto en el expediente obra el certificado de defunción del señor José Ignacio Chaguendo Casamachin, ocasionada según se registra en el respectivo informe, por el accidente de tránsito ocurrido el 31 de agosto de 2013 en el Sector de Río Blanco de la Vía Panamericana de la ciudad de Popayán.
El A quo refiere que el asunto se rige por el régimen de la falla en el servicio, frente al cual, según su juicio, “al actor le basta probar la existencia del daño y la relación de causalidad entre este y la administración”; sin que a los demandados les sea suficientes “demostrar la ausencia de falla porque para exonerarse, deberá probar la existencia de una causa extraña, como lo es la fuerza mayor, el hecho exclusivo de un tercero o de la víctima”.
En ese sentido, afirma que está probado de acuerdo al informe de accidente y varios testigos, que las entidades demandadas incurrieron en una omisión consistente en la no colocación de señales de tránsito indicativas de que la vía sobre la que ocurrió el accidente estaba en reparación; por lo que concluye que el accidente se ocasionó porque la vía estaba rizada y no contaba con demarcación, endilgando así la responsabilidad para el INVIAS y la UTDVVCC, por fungir como contratante y contratista respectivamente de las obras que se venían adelantando.
Y frente al INCO, manifiesta que no es posible declararlo responsable por los hechos objeto de demanda, por cuanto a tal instituto sólo le fue entregado el contrato de concesión el 26 de septiembre de 2003, fecha que resulta posterior a la del accidente. 
Finalmente, concluye que debido a que la UTDVVCC llamó en garantía a la aseguradora Confianza S.A., era del caso ordenar que esta última reintegrara a las demandadas el valor de las sumas canceladas, hasta el monto asegurado, procediendo así a establecer las condenas referidas en la parte resolutiva transcrita.

4. LA APELACIÓN 
4.1 DEL INSTITUTO NACIONAL DE VÍAS –INVÍAS- (fl. 438 ib.)

La apoderada de la entidad refiere que en el asunto no se encuentra probada la responsabilidad de su representada, por cuanto en el proceso aparece probado que el INVÍAS suscribió un contrato de concesión sobre la vía en la que ocurrieron los hechos con la UTDVVCC, y por tanto es a esta última a quien le correspondía efectuar la señalización de las obras que se estaban adelantando, razón por la cual incluso la referida unión temporal debía constituir una póliza a favor del INVÍAS para mantenerlo indemne por cualquier concepto.
Resalta que el juez de primera instancia no tuvo en cuenta que el fallecido Chaguendo Casamachin laboraba para la UTDVVCC, y por ende, tenía conocimiento de la vía y de las obras que en ella se ejecutaban, a pesar de lo cual condujo su bicicleta sin las debidas precauciones; lo que en caso de no exonerar de responsabilidad, daría lugar eventualmente a la compensación de culpas.
Finalmente, manifiesta que la señalización de la existencia de obras se coloca en los 100, 200 y 300 metros antes del comienzo de la misma; y además que a pesar de que no hubo testigos presenciales de los hechos, se dan por ciertas las circunstancias de tiempo, modo y lugar sin que las mismas estén acreditadas.
4.2 UNIÓN TEMPORAL DESARROLLO VIAL DEL VALLE DEL CAUCA Y CAUCA (fl. 443)

El representante judicial señala en primer término que la sentencia adolece de falta de congruencia puesto que en la parte considerativa se refiere como víctima a José Wilson Ordóñez León, y en el presente proceso se debate la responsabilidad por la muerte de José Ignacio Chaguendo Casamachin.

Por otro lado, se manifiesta que los perjuicios por lucro cesante tasados a favor de la demandante TERESA URBANO CERÓN tuvieron en cuenta una esperanza de vida de la víctima de 20.5 años, conforme a la Resolución 1555 de 2010 de la Superintendencia Financiera, que no estaba vigente a la época de los hechos; mientras que la resolución que regía para tal época, establecía una esperanza de vida de 9 años.
Continúa el apoderado, indicando que conforme a las pruebas practicadas dentro del proceso, se puede afirmar que en el lugar de los hechos sí había señalización que pueden ser apreciadas en el informe de la autoridad que practicó las primeras diligencias, y de los testimonios rendidos, en especial el del señor Héctor Rosero Santacruz, quien indicó que sí había señalización pero que no recordaba su ubicación exacta; pues en el caso de las obras, las señales preventivas deben colocarse no en el sitio exacto de la obra, si no de manera previa a la misma con el fin de que los usuarios de la vía tomen las medidas de seguridad respectivas.
Resalta además que, de las declaraciones rendidas aparece probado que el fallecido señor Chaguendo Casamachin trabajaba como vigilante de la maquinaria de la obra, y por tanto, era conocedor de la ejecución de los arreglos de la vía así como del estado en que esta se encontraba, pese a lo cual no tomó las precauciones necesarias cuando conducía su bicicleta; a lo que se suma que su muerte se dio porque fue el conductor de la tractomula quien lo arroyó, circunstancias éstas que a su juicio dan lugar a la exoneración de responsabilidad, o al menos a su morigeración. 

Finalmente, se concluye por el apoderado que la acción adolece de caducidad, puesto que a su representada le fue notificado la demanda pasados más de dos años, por lo que debe ser declarada.
4.3 DE LA ASEGURADORA DE FIANZAS CONFIANZA S.A. (fl. 448 ib.)
La apoderada de esta entidad indica que el A quo no tuvo en cuenta que el accidente de tránsito se dio por fuera de la vigencia de la póliza, y que en todo caso existía falta de legitimación en la causa de la UTDVVCC para llamarla en garantía, pues el amparado era el INVÍAS. Así mismo, anota que no podía condenarse a la aseguradora a devolver suma alguna por el pago de perjuicios morales ni de lucro cesante, en tanto que éstos no estaban cubiertos con la póliza.
4.4 DE LA PARTE ACTORA (fl. 453 ib.)

La parte demandante reprocha que el juez haya emitido para los hijos de crianza y el hermano de la víctima, una condena por perjuicios morales inferior a aquélla que se otorgó para la esposa y los hijos, pues a su juicio está realizando una discriminación no permitida por la ley, sobre todo cuando las pruebas testimoniales dan cuenta de su sufrimiento por la muerte del señor José Ignacio Chaguendo Casamachin.
Finalmente, refiere que en la condena por lucro cesante no se tuvo en cuenta que el incremento del 25% por prestaciones sociales, el cual debe ser incluido para la tasación del perjuicio.

5. ALEGATOS DE SEGUNDA INSTANCIA
Durante el traslado concedido, intervinieron el apoderado del INVÍAS y de la UTDVVC reiterando lo manifestado en el recurso de apelación respectivamente, e igualmente, intervino el apoderado de la Agencia Nacional de Infraestructura –ANI-, antes INCO, a fin de solicitar se confirme el numeral que declaró la falta de legitimación por pasiva de tal instituto. Los demás intervinientes del proceso guardaron silencio durante el traslado concedido. (fls. 519-539 ib)
6. CONCEPTO DEL MINISTERIO PÚBLICO (fl. 548 ib)
La representante de la Procuraduría solicita en su intervención se confirme la sentencia apelada, arguyendo que en los recursos de apelación propuestos por las entidades demandadas reproducen los argumentos expuestos en la contestación, y que por tanto no pueden ser tenidos en cuenta. Igualmente refiere que la responsabilidad debe ser compartida por el INVÍAS, la UTDVVCC, y la Aseguradora Confianza S.A.
Y en cuanto a la petición de modificar las condenas a favor de la parte actora, señala la representante del ministerio que las encuentra liquidadas conforme a los criterios jurisprudenciales, razón por la cual no es procedente tasarlas nuevamente.

II. CONSIDERACIONES 

1. COMPETENCIA
Esta Corporación es competente para conocer del recurso de apelación interpuesto contra la sentencia de primera instancia dictada por los Juzgados Administrativos del Circuito de Popayán, conforme lo establecido en el artículo 131 del Decreto 01 de 1984 (C.C.A.), normativa que resulta aplicable por cuanto el proceso se promovió con anterioridad a la vigencia de la Ley 1437 de 2011, por la cual se expidió el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo
. 

Como viene reseñado en los antecedentes, en el presente asunto la alzada se suscitó en virtud de los recursos presentados tanto por la parte demandante como por las entidades accionadas. De ahí que la decisión a proferirse en esta instancia no cuente con las restricciones que impone la aplicación del principio de la no reformatio y pejus, pues en estas circunstancias de apelación por todas las partes, no opera como límite frente a las consideraciones que ha de emitir el Tribunal. 

2. CADUCIDAD

La presente acción fue incoada oportunamente, puesto que los hechos objeto de demanda ocurrieron el 31 de agosto de 2003, fecha en la que ocurrió el accidente en el que resultó muerto el señor José Ignacio Chaguendo Casamachin, y la demanda fue presenta el día 22 de agosto de 2005 (fl. 195 ib.), es decir, dentro del término de dos años que para el efecto señala el numeral 8° del artículo 136 del C.C.A.

3. PRECISIÓN SOBRE EL CRITERIO DE RESPONSABILIDAD

En casos en los que como aquí se demanda la responsabilidad del Estado como consecuencia del incumplimiento del deber legal de la administración de mantener en óptimo estado de conservación, mantenimiento, señalización y seguridad de las vías públicas, el título de imputación aplicable es el de falla del servicio
; ello por cuanto es claro que la omisión de un deber legal que da lugar a un resultado dañoso configura una falla en la prestación del servicio.

Justamente el Consejo de Estado ha insistido en que este régimen ha sido y continúa siendo el título jurídico de imputación por excelencia para desencadenar la obligación indemnizatoria a cargo del Estado. De ahí que al Juez Administrativo le corresponda una labor de control de la acción administrativa del Estado, de modo que si la falla tiene la cota final de incumplimiento de una obligación a su cargo, no hay duda que será esa la perspectiva pertinente para juzgar la responsabilidad extracontractual.

Aunado a lo anterior, se ha indicado que la norma del artículo 2º superior, en punto de la obligación de guarda y protección que frente a los administrados impone a las autoridades, “debe entenderse dentro de lo que normalmente se le puede exigir a la administración en el cumplimiento de sus obligaciones o dentro de lo que razonablemente se espera que hubiese sido su actuación o intervención acorde con las circunstancias tales como disposición del personal, medios a su alcance, capacidad de maniobra etc., para atender eficazmente la prestación del servicio que en un momento dado se requiera.”

Por tanto, se erige en un imperativo para el Estado la utilización adecuada de todos los medios que se encuentran a su alcance en orden a cumplir el cometido institucional; por manera que si el daño ocurre por falta o deficiente empleo de tales medios, nacerá su obligación resarcitoria; en cambio, si el daño tiene lugar, a pesar de la diligencia, no estará comprometida su responsabilidad. 

Reiteradamente se ha señalado que la responsabilidad del Estado se ve comprometida cuando se encuentran acreditados los siguientes elementos: 

- la existencia de una obligación legal o reglamentaria a cargo de la entidad demandada de realizar la acción con la cual se habrían evitado los perjuicios;

- la omisión de poner en funcionamiento los recursos de que se dispone para el adecuado cumplimiento del deber legal, atendidas las circunstancias particulares del caso; 

- un daño antijurídico, y

- la relación causal entre la omisión y el daño. En cuanto a este último aspecto debe precisarse que más importante que la determinación sobre la existencia efectiva de una relación causal entre la omisión y el resultado, lo es la de la omisión de la conducta debida, que de haberse realizado habría interrumpido el proceso causal impidiendo la producción de la lesión.

En el sub lite, se acusa que las entidades demandadas son responsables de los daños sufridos por los actores, puntalmente por la muerte del señor José Ignacio Chaguendo Casamachin, con motivo de un accidente de tránsito sucedido en la vía panamericana que conduce de Popayán a Cali, a la altura del kilómetro 2+285, en el sector denominado “Rio Blanco”, cuando al hacer de la bicicleta en la que se transportaba resulto arroyado por una tractomula que pasaba por su lado, aparentemente, a causa de la falta de señalización existente en la vía.

Por tanto, es justamente bajo el régimen a que se ha hecho referencia que se evalúa el caso sub iudice.

4. PROBLEMAS JURÍDICOS
En los recursos de apelación interpuestos por las partes, no se advierte discusión alguna sobre el daño, esto es la muerte del señor José Ignacio Chaguendo Casamachin en el accidente acaecido el 31 de agosto de 2003, sino que las entidades accionadas plantean controversia sobre la configuración de la falla en el servicio y de la atribución del hecho dañoso; mientras que la parte actora discute la tasación efectuada sobre los perjuicios morales y lucro cesante reconocidos a su favor.
Así las cosas, la Sala procederá en primer término a establecer si aparecen acreditados los elementos de responsabilidad referentes a la falla en el servicio y del nexo causal frente a las entidades accionadas respecto del accidente ocurrido el 31 de agosto de 2003, en el cual murió el señor José Ignacio Chaguendo Casamachin.
Finalmente, en caso de que se halle que la respuesta al problema anterior es positiva, se procederá a establecer si las condenas efectuadas por perjuicios morales y lucro cesante a favor de la parte actora, fueron debidamente estimadas, según los criterios esbozados jurisprudencialmente.
· Lo probado en el proceso
En relación con lo planteado, aparecen las siguientes pruebas en el expediente:
· Declaraciones rendidas por los señores Buenaventura Chaguendo Chaguendo y Josefina Prado Cerón, testigos solicitados por la parte actora, quienes a pesar de referir que conocían al señor José Ignacio Chaguendo Chaguendo (q.e.p.d.) y a su familia, no manifestaron haber presenciado los hechos objeto de demanda, sino haber recibido la noticia de su muerte de parte de terceros. (fl. 119-124 c.pbas.)
· Al proceso se incorpora como prueba trasladada la copia auténtica de la investigación penal adelantada por la Fiscalía Segunda de la Unidad de Delitos de Vida de Popayán contra el señor Segundo Tulio Martínez Mejía por el delito de homicidio culposo, por la muerte del señor José Ignacio Chaguendo Casamachin (fl. 162-257 ib.), de la cual es procedente valorar los siguientes documentos:
a. Informe de accidente de tránsito, croquis y versión tomada al conductor de la tractomula, elaborados por Agentes de la Policía de Carreteras – Cauca. (fl. 177-179 ib.)
b. Acta de inspección al cadáver de José Ignacio Chaguendo Casamachin, en el cual se incorporan 22 imágenes que corresponden a la escena de los hechos y a la forma en que se halló el cuerpo del occiso, además de un croquis (fl. 219-230 ib.).
c. Inspección ocular al lugar de los hechos realizada por un técnico judicial del C.T.I. días después de los hechos, dentro de la cual se incluyen 3 fotografías, y un croquis de las condiciones de la vía donde acaeció el accidente (fl. 236-239 ib.).
d. Auto de preclusión de la investigación adelantada contra el señor Segundo Tulio Martínez Mejía impartido por la Fiscalía Segunda de la Unidad de Delitos de Vida de Popayán delegada ante los Jueces Penales del Circuito Popayán-Cauca-. (fl. 250-255 ib.).
Debe indicarse frente a los documentos aludidos de la investigación adelantada por la Fiscalía Segunda de la Unidad de Delitos de Vida de Popayán que, resulta procedente valorarlos debido a que tal prueba trasladada fue decretada a petición de la parte actora sin que contra ella se ejerciera oposición por las entidades accionadas, y porque además los documentos contenidos en ella han permanecido a disposición de éstas, sin que ninguna de las partes los haya controvertido
. 

· Declaración rendida en el presente proceso de reparación directa por el señor Héctor Herlinto Rosero Santacruz, testigo solicitado por la demandada UTDVVCC, quien indicó fungir como supervisor de la obra adelantada en el lugar de los hechos para la época de los mismos. (fl. 316-319 ib.)
Según el informe de accidente de tránsito elevado por los agentes de policía que atendieron el insuceso, el día 31 de agosto de 2003 a las 2:10 p.m., a la altura del kilómetro 2+85 de la vía que conduce de Popayán a Cali, sentido norte-sur, se presentó una colisión entre el vehículo tipo tractomula de placas WRC-289, conducido por el señor Segundo Tulio Martínez Mejía, y la bicicleta en la que se transportaba en ese mismo sentido el señor José Ignacio Chaguendo Casamachin, producto del cual éste último resultó muerto; indicándose por los policías como posible causa del accidente: “la vía, superficie risada, trabajos en la vía, se encuentra risada sin ninguna señalización. (sic)”. 
A tal documento se adicionó la versión ofrecida por el señor Segundo Tulio Martínez, conductor de la tractomula, quien manifestó que “Llegaba a almorzar y parar por la resolución de retorno, iba detrás de un tractocamión mire al ciclista como tambaleando y me abrí para pasar, y ocurrió lo sucedido” 
. (fl. 179 c.pbas.)
Respecto de las condiciones del lugar del accidente, se tiene que en el acta de inspección del cadáver de José Ignacio Chaguendo Casamachin (fl. 222-230 c.pbas.), elaborada por tres Técnicos Judiciales Grado I adscritos al CTI., se incorporan veintidós registros fotográficos, de los cuales las imágenes números 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 9 y 13, permiten advertir la forma en la que quedó el cuerpo del señor Chaguendo Casamachin (q.e.p.d.), así como que el lugar en el que ocurrió el accidente, sitio que consiste en una carretera de doble sentido pavimentada sin huecos o sobresaltos visibles, a la que se le realizó un procedimiento denominado fresado de la capa asfáltica, por lo que su superficie a pesar de estar plana era algo rugosa, que no contaba con demarcación horizontal a sus costados, aunque sí tenía dos señales verticales, alusiva a la existencia de “peatones en la vía” y a “curva y contracurva”.

El lugar de los hechos igualmente es detallado en la inspección que sobre él hizo técnico judicial grado 1 del CTI, el día 02 de septiembre de 2003, es decir dos días después de ocurrido el accidente, en la cual se dejaron registradas 3 fotografías descritas en tal documento de la siguiente manera:

“IMAGEN 668 – 01. Imagen tomada en sentido norte – sur (sentido: Cali – Popayán), donde se observa la vía panamericana más exactamente en el kilómetro 2+850, aproximadamente a 100 Mt. de la Estación de Servicio TERPEL de Río Blanco de este Municipio. En la que se indica con números, las dos (2) señales de tránsito que se encuentran en este tramo; la No. 1, nos indica PEATONES EN LA VÍA y la No. 2, CURVA Y CONTRACURVA PRONUNCIADAS DERECHA – IZQUIERDA, separadas entre sí en una distancia de 63.75 Mts.

IMAGEN 668-02. La imagen nos muestra más detalladamente, que la vía en este tramo no presenta bermas, cunetas, ni demarcación de los carriles de circulación, al igual se observa que la carpeta de rodamiento ha sido raspada con maquinaria especializada para reciclar el material granular.

IMAGEN 668-03. Imagen tomada en sentido contrario a las anteriores (sur-norte), en la que se observa, que en este tramo la vía es recta, con una pendiente de 2,9% y al igual que el lado contrario no presenta berma ni cuneta.

Para mayor ubicación se indica con una flecha la entrada al establecimiento APARTA HOTEL DEL NORTE.” (fls. 237-238 c.pbas.)

Ahora, en la declaración rendida por el señor Héctor Herlindo Rosero Santacruz, supervisor de las obras adelantadas en el sector, él indica que en el sitio de los hechos sí había una señalización que advertía sobre la existencia de obras y el estado de la vía; en su declaración se deja registrado lo siguiente: 

“Con los demandantes no tengo ningún vínculo, he oído hablar de don Luís Muñoz pero no lo conozco, por razón de mi trabajo, yo estuve trabajando en el sector de Popayán Tunía, en el año 2000-2002. Con los demandados no he tenido ni tengo ninguna vinculación, yo trabajo con CS Constructores, la cual tiene contratos con el INVÍAS y CS Constructores hace parte de la UNIÓN TEMPORAL, pero es diferente. (…) PREGUNTADO: Manifieste si en razón de que la vía en el lugar o sitio del accidente estaba siendo intervenida con trabajos de pavimentación, existían señales de prevención y peligro que alertará a conductores y peatones sobre los riesgos existentes en la carretera? CONTESTO: Sí, yo soy un supervisor de obra y una de las funciones mías es hacer la supervisión de los sectores que se intervienen con el fin de dar cumplimiento a las señales informativas que se utilizan donde se intervienen algún tramo de la vía, en este caso, el kilómetro 2 de la vía Popayán – Cali. Las señales de prevención que habían en ese sector eran las reglamentarias del INVÍAS, que colocan a lado y lado del sector de un tramo donde se esté interviniendo, en el sentido del tráfico de los vehículos, entonces donde se inicia la obra y donde finaliza la obra se colocan señales informativas temporales, como son conos, barricadas que son elementos que se construyen en láminas de aproximadamente 30 centímetros de ancho por 2.40 metros de largo, en cada barricada se colocan tres elementos de éstos, con pinturas reflectivas y señales de desvío, a partir de estos se coloca otra señal que es de velocidad 30, luego de ésta va una que indica que hay obreros en la vía, luego va la otra que es de no adelantar vehículos, luego va una de vía en construcción a 200 metros, luego va la de velocidad 50 y vía en construcción a 500 metros, este juego de señales se encuentra por lado y lado, me refiero al carril izquierdo y carril derecho, en el sentido de la vía que lleva el vehículo, estas señales son temporales mientras se desarrolla la actividad y en el sector se encuentran otras señales que son las definitivas, sí estaban pero no recuerdo cuales estaban, [en] ese sector ya se había entregado la obra y se estaban haciendo unas reparaciones. Cuando INVÍAS recibe la obra, hace una inspección para alguna reparación en cualquier sector del tramo (…). PREGUNTADO: Podría usted aclarar por qué razón si en una de sus respuestas anteriores se afirma que en el sitio donde ocurrió el accidente que nos ocupa, sí existían señales de prevención, en el informe de accidente de tránsito, levantado con ocasión de ese hecho, se anotó que la vía se encontraba rizada y sin ninguna señalización? CONTESTÓ: En la anterior respuesta le indiqué que la señalización se coloca al inicio y al final de un tramo, el inicio del tramo puede estar distanciado, tanto el inicio como el final del tramo está distanciado del sitio exacto donde ocurrió el accidente o el evento, por ese motivo en el croquis que son unas medidas pequeñas creo, no aparecen referenciadas estas señalizaciones. Yo hablé de un fresado, que es lo que el guarda debe interpretar como rizado, supongo. PREGUNTADO: Sírvase aclarar o explicar por qué razón en el informe de accidente de tránsito se indica la existencia de trabajos en la vía y que esta se encuentra rizada y en cambio usted en respuesta anterior indica que la obra ya había sido entregada al INVÍAS y que existían señales de prevención?. CONTESTÓ: En este momento ya es el concepto del guarda en el sitio donde ocurre el evento, para mí el informe de tránsito no hizo la inspección de 500 metros hacia atrás y 500 metros hacia delante, que es donde se encuentran las señales informativas, creo que se concentraron exactamente en el sitio del evento. Supongo que el rizado que habla el guarda es el mismo fresado. (…)” (fl. 316 c.pbas)

Por su parte, en las declaraciones rendidas por los señores Buenaventura Chaguendo Chaguendo y Josefina Prado Cerón, si bien no afirmaron haber presenciado los hechos, sino que por el contrario manifestaron haber sido informados por terceros indeterminados de que el señor Chaguendo Casamachin había muerto en un accidente de tránsito, razón por la cual su dicho no resulta ser referente probatorio en cuanto a las condiciones de tiempo, modo  lugar en las que ocurrió el accidente
; si refirieron haber conocido en vida al señor Jose Ignacio Chaguendo Casamachín, respecto de quien afirmaron lo siguiente:
· Declaración de Buenaventura Chaguendo Chaguendo: 

“Lo conocí hace mucho tiempo, prácticamente nos criamos juntos, él vivía cerca de mi casa (…). Él trabajaba en la vía con los SOLARTE, él era guachimán, cuidaba las máquinas, él se ganaba el salario mínimo que lo destinaba para el sustento de la mujer y de los hijos. (…)”

Declaración de Josefina Prado Cerón:

“Lo distinguí hace 45 años, el tiempo que vivo en la vereda, un gran vecino, un gran líder, desde el momento de su fallecimiento nuestra comunidad quedó como muerta, él era un verdadero líder. (…) Él día 31 de agosto de 2003 él iba a su trabajo, él era vigilante de los SOLARTE, él era el que cuidaba la maquinaria de LOS SOLARTE, las máquinas estaban al otro lado del puente de Río blanco (…)”

Finalmente, cabe indicar que la investigación adelantada contra el señor Segundo Tulio Martínez concluyó con auto del 19 de mayo de 2004 con preclusión a su favor, proferida por la Fiscalía Segunda de la Unidad de Delitos de Vida de Popayán, autoridad que consideró que el conductor de la tractomula no había sido el causante del accidente, sino que se debió al caso fortuito de la caída de su bicicleta por parte del señor José Ignacio Chaguendo Casamachín. En tal providencia se dejó dicho por la Fiscalía: 

“De acuerdo con las imágenes y los croquis elaborados por los policiales de tránsito y del C.T.I., se deduce que el tracto camión transitaba a más de tres metros del borde u orilla de la calzada, como se puede apreciar en la reproducción gráfica, tanto la parte delantera como la del remolque (fls. 69), lo que a claras indica que el conductor para realizar la maniobra de sobrepaso al ciclista lo hizo a una distancia de más de dos metros, esto, en consideración a que el ciclista transitara a la distancia que le permite las normas de tránsito –un metro- de la acera u orilla o calzada, respetando así las distancias para la maniobra de sobre paso. (…)”

· Análisis de la Sala.
El a quo consideró que en el daño le era imputable a las entidades demandadas por cuanto las mismas incurrieron en una omisión consistente en la indebida señalización de la vía, la cual estaba rizada porque se hallaba en reparación, situación que a su juicio dio lugar a que el señor José Ignacio Chaguendo Casamachin (q.e.p.d.) obrara su bicicleta sin precaución y cayera al perder el control, yendo a dar debajo de las llantas de una tractomula que pasaba por su lado, conducida por el señor Segundo Tulio Martínez, ocasionándole así de manera inmediata la muerte a aquél.
En contraposición a lo anterior, las entidades demandadas refieren en su recurso de apelación que, si bien es cierto que en el lugar de los hechos, esto es el kilometro 2+85 de la vía panamericana Popayán – Cali, se estaban adelantando obras de rehabilitación y mejoramiento, las mismas sí contaban con la debida demarcación y señalización, las cuales se establecieron antes y durante la obra, de modo que los conductores que transitaban por esa vía conocían con antelación que debían transitar con mayor cuidado; y además, que debido a que el señor José Ignacio Chaguendo Casamachin trabajaba como vigilante para la obra que se estaba llevando a cabo en el sector del accidente, éste sí conocía el adelantamiento de las obras y las condiciones en las que se encontraba la vía.
En este punto, resulta pertinente indicar que en vista de que no hay una prueba testimonial de algún testigo presencial de los hechos, que dé certeza sobre la manera como ocurrió el accidente, para efectos de establecer si la muerte del señor Chaguendo Casamachin le es imputable a las entidades demandadas por no haber señalizado adecuadamente el tramo de la carretera que se hallaba en reparación, y por el estado de la vía, la Sala debe acudir a la sana crítica para valorar las pruebas testimoniales e informes técnicos atrás referenciados, con el objeto de establecer razonablemente, si tales circunstancias fueron las causas determinantes del hecho que dio lugar a la muerte por la cual se demanda.

Así conforme a lo demostrado en el presente proceso de acuerdo a las pruebas enunciadas, la Sala halla que a la altura del kilómetro 2+285 de la vía panamericana que conduce de Popayán a Cali, se estaban adelantando obras consistentes en la reparación de la capa asfáltica que la cubre, en virtud de lo cual la vía, a pesar de estar plana sin huecos o baches, estaba rugosa o rizada. 

Ahora, según lo indicó el supervisor de la misma, si bien la Unión Temporal había ubicado la señalización de manera previa a la obra, que advertía sobre el adelantamiento de trabajos y la ubicación de personal a lo largo del trayecto y obligaban a los conductores a disminuir la velocidad, lo cierto es que a lo largo de ella, y específicamente en el punto del accidente, no había una demarcación adecuada que permitiese a los conductores que transitaban por tal carretera distinguir los diferentes carriles, y a pesar de que ello atendió a que se estaba reparando la vía, debieron emplearse otros medios para poder demarcarla, a fin de evitar que los conductores perdieran su curso normal y causaran un accidente.
Frente a lo anterior hay lugar a referir que, respecto de la clasificación de las señales de tránsito que deben ser utilizadas por la administración con miras a evitar la producción de daños por la falta de señalización en las vías, de conformidad con lo dispuesto en el Manual sobre Dispositivos para el Control del Tránsito en Calles y Carreteras, adoptado por el Ministerio de Obras Públicas y Transporte mediante las Resoluciones 5246 del 2 de julio de 1985 y 8408 del 2 de octubre de 1985, ha dicho la jurisprudencia de forma puntual lo siguiente:

“En efecto, las señales preventivas tienen por objeto advertir sobre la existencia de calles y carreteras en construcción o sometidas a proceso de conservación, para prevenir riesgos tanto a usuarios como a personas que trabajan en la vía. Por lo anterior, mediante Resolución 8408 del 2 de octubre de 1985, se reguló “la cantidad mínima de señales temporales a utilizarse” y mediante Resolución 5246, del 2 de julio de 1985, se acogió el Manual sobre dispositivos para el control del tránsito en calles y carreteras, adicionado y modificado mediante Resoluciones 1212 del 29 de febrero de 1988, 11886 del 10 de octubre de 1989 y 8171 del 9 de septiembre de 1987, todas éstas expedidas por el entonces Ministerio de Obras Públicas y Transporte. 

Así, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo primero de la Resolución 8408 de 1985, siete (7) es el número mínimo de señales de aproximación que deben instalarse en un lugar de construcción o conservación de carreteras. Éstas deben ser colocadas en un orden preestablecido: la señal de vía en construcción a 500 metros; reducción de velocidad a 50 k.p.h., en los siguientes 100 metros; la de vía en construcción, a 300 metros; la de prohibido adelantar, en los 80 metros siguientes; hombres trabajando en la vía, en los otros 80 metros; reducción de velocidad a 30 k.p.h., en los 60 metros siguientes y señal de desvío 20 metros antes de la obra. En todo caso, estas distancias pueden variar según las condiciones de la vía, así como el tipo de señales, pero siempre sujetándose a lo establecido en el capítulo III del manual de dispositivos para el control de tránsito y carreteras.

Asimismo, está regulado que para señalizar un sitio donde se están realizando trabajos se deben colocar conos reflectivos o delineadores “con espaciamiento mínimo de dos metros” y dos barricadas o canecas colocadas una a cada lado del sitio. Ésta misma señalización debe utilizarse también para “obstáculos sobre la berma, como gravas, arenas cables, materiales, etc”. 

En el mismo capítulo III del manual de dispositivos para el control de tránsito y carreteras, se establece que la señalización de etapas de construcción, reconstrucción o conservación de carreteras es de carácter temporal y debe instalarse antes de que se inicie la obra y permanecer durante todo su desarrollo, es decir que sólo puede ser levantada cuando se estabilice la circulación de la vía. También se establece que las señales deben ser reflectivas o debidamente iluminadas, para garantizar su visibilidad en horas de la noche y deben permanecer limpias y legibles. 
Las señales se clasifican en preventivas, reglamentarias, informativas y varias. Las preventivas son las de vía en construcción a 500 y 300 metros; se deben poner en forma de rombo, pero por su carácter de seguridad deben tener un mayor tamaño que las usuales (60 a 75 cm. de lado) y ser de color anaranjado, con las letras y las orlas negras (SP- 101 y SP-102). Las reglamentarias, entre las cuales se encuentra la señal de desvío, deben ser redondas, en fondo blanco, orla roja y letras negras y con una flecha que oriente el sentido del mismo (SR-102). Las señales informativas suministran los datos básicos de la obra.

El aludido capítulo del manual relaciona otra clase de señales como son las barricadas, conos de guía, canecas, mecheros y delineadores “que por su carácter temporal pueden transportarse fácilmente y emplearse varias veces”. Las barricadas tienen varias alternativas de diseño, pero deben estar formadas por varios listones de no más de tres metros de largo por 30 cm., de ancho, dispuestos de manera horizontal y de una altura mínima de 1.50 metros. Estos deben estar pintados en franjas, en ángulo de 45° vertical, alternadas negras y anaranjadas reflectivas, deben obstruir la calzada o el eje de la vía donde no debe haber circulación. Si las barricadas no son factibles se podrán utilizar canecas, pintadas alternativamente con franjas negras y anaranjadas reflectivas de 20 cm., de ancho; su altura no debe ser inferior a 80 cm. Los conos de delineación deben ser de color rojo o anaranjado, con un área de 15 x 20 cm., y altura mínima de 30 cm. Se pueden utilizar delineadores luminosos a una distancia de no más de diez metros o mecheros o antorchas distanciados no más de cinco metros, para el tránsito nocturno cuando se presentan riesgos temporales. Las tres últimas señales se emplean “para delinear canales temporales de circulación, especialmente en los períodos de conservación de las marcas viales en el pavimento, y en la formación de canales que entran a zonas de reglamentación especial o en general cuando el flujo de tránsito ha de ser desviado temporalmente de su ruta”.

En este contexto se colige en primer término que, en aquellos eventos en que se estén adelantando obras sobre un carretera, es posible que las entidades a cargo de la ejecución y vigilancia de los trabajos habiliten el paso de vehículos por un sector en reparación que aún no cuenta con todas las especificaciones técnicas para quedar en pleno funcionamiento, sin que tal aspecto por sí sólo se constituya en una transgresión a las obligaciones legales en cabeza de la administración que dé lugar al establecimiento de una falla en el servicio. 
Sin embargo, frente a la decisión de permitir la circulación por una vía en reparación, surge un deber adicional para las entidades a cargo, correspondiente a la implementación de señales de carácter temporal que adviertan a las personas que por ella transitan sobre los riesgos que implican las obras sobre el flujo normal de los vehículos.
Luego, como puede verse, si bien es posible habilitar el paso por una vía en reparación, ello se puede dar sólo con la disposición de una adecuada señalización de las obras, aspecto que conlleva, en primer término, la colocación temporal de señales preventivas de modo previo a los sectores afectados, en las que se indique a los conductores que van a hallarse con eventuales obstáculos sobre la vía, cuyo objeto es que disminuyan la velocidad y aumenten su precaución frente al estado irregular de la carretera; y en segundo, una implementación de señales al interior de la obra, en la que se advierta los sitios dispuestos para el tránsito de los vehículos, es decir, delinear los canales de circulación. 
Así, tales señales tienen el carácter de temporal, y deben permanecer desde antes de la iniciación de la obra, y sólo podrán ser retiradas hasta que culminen los trabajos; después de lo cual, en todo caso, deberán dejarse instaladas de forma permanente aquellas señales de tránsito que sean necesarias.
Traído lo anterior al presente asunto se halla que, a pesar de que las entidades accionadas les era permitido habilitar el tránsito vehicular por el kilómetro 2+285 de la vía Popayán – Cali cuando se estaban adelantando reparaciones sobre él, éstas debían acatar de forma completa la obligación de señalizar ese tramo de la carretera, deber que se cumplió de forma parcial, pues no bastaba con indicar la existencia de trabajos en la vía previo al comienzo del sector objeto de la reparación, sino que era necesario que la contratista UTDVVCC implementara una debida demarcación al interior de las obras a través de señales portátiles que cumplieran con las especificaciones referidas en la jurisprudencia transcrita.

En relación con el accidente se tiene, según los planos elaborados en el informe de accidente de tránsito y en el acta de inspección al cadáver (fls. 178, 230 c.pbas.), que el suceso ocurrió a las 2:10 p.m., cuando por el carril que lleva en sentido norte – sur de la vía que comunica las ciudades de Popayán y Cali, resultó arrollado el señor Chaguendo Casamachín por las llantas del tercer eje de la tractomula –contado de adelante hacia atrás- que conducía el señor Segundo Tulio Martínez, cuando aquél cayó de la bicicleta en la que se transportaba yendo a dar debajo del otro vehículo que en ese preciso momento pasaba por su lado en el mismo sentido; y sobre la forma en la que quedaron ubicados los vehículos, se advierte que la tractomula quedó sobre su respectivo carril, en la vía, casi tocando el límite de la mitad de misma, con una leve desviación en dirección diagonal hacia el otro carril que viene en sentido contrario por la maniobra evasiva que intentó su conductor frente al ciclista; mientras que el cadáver del señor Chaguendo Casamachin se halló aprisionado por la llanta derecha del tercer eje de la tractomula, y la bicicleta quedó a 1,80 metros del lado derecho de la tractomula.

Ahora, cabe reiterar que tanto del informe de accidente de tránsito, de los registros fotográficos contenidos en el acta de levantamiento del cadáver como de la inspección realizada por los agentes del CTI al lugar de los hechos dos días después ocurridos (fl. 177, 222-230, 237, 238 c. pbas.), se advierte que la vía a pesar de no contener demarcación de sus carriles y estar rugosa o rizada, se encontraba plana y no tenía obstáculos como huecos o sobresaltos, siendo que incluso en el informe elevado por los agentes de tránsito se consignó que a pesar de estar rizada la carretera estaba en buenas condiciones, y en los croquis se dejó plasmado que tanto el conductor de la tractomula como el ciclista transcurrían por el lugar que les correspondía, sin que hubieran perdido previamente su rumbo, manteniendo siempre el curso adecuado.
Y como se ya dijo, de acuerdo con el dicho del señor Héctor Rosero, supervisor de la obra, la señalización que advertía a los conductores que transitaban sobre el sector en el que ocurrieron los hechos, y que debía ubicarse de forma previa a la parte de la vía que estaba siendo intervenida, sí se encontraba instalada; de lo que se comprende que las personas que se movilizaban por ahí conocían que la vía aún no estaba en plenas condiciones, por lo que debían guardar mayor precaución durante el manejo de sus vehículos. 
Conforme a lo expuesto, se percibe que a pesar de que a la altura del kilómetro 2+285 de la vía Popayán – Cali se estaban adelantando obras que aún no dejaban en pleno funcionamiento la carretera, tal circunstancia sí era conocida y previamente advertida por los conductores que por ahí transitaban, y por ende, es claro que el señor José Ignacio Chaguendo Casamachin sabía que al transitar por tal sector debía obrar con mayor precaución y no exceder su velocidad, por la existencia de obras en el trayecto, las cuales no sólo conocía por el hecho de existir las señales que advertían sobre los trabajos en la vía, sino además por la circunstancia de que él trabajaba para las personas que estaban adelantando las obras en ese sector.
Por tal razón, la Sala tiene que los hechos no atendieron a las condiciones en las que en ese momento se encontraba la vía, pues tanto la víctima del accidente como los otros conductores conocían con antelación que se estaban realizando adecuaciones y que debían obrar con cuidado, máxime, cuando se advierte que a pesar de que en el punto exacto del la carretera estaba rizada o algo rugosa, la misma era plana y no contaba con huecos o sobresaltos que impidieran una buena maniobrabilidad, aspecto que incluso llevó a que en el informe de accidente de tránsito se indicará que la vía estaba en unas condiciones aceptadas como buenas por las autoridades de policía que lo elaboraron, afirmación que ciertamente se puede comprobar en las fotografías contenidas en el acta de levantamiento del cadáver y en la inspección realizada al lugar de los hechos por agentes del CTI, en las que no se advierte la existencia de huecos o baches en el punto donde fue atropellado el señor Chaguendo Casamachin (fl. 177, 222-230, 237, 238 c. pbas.).
En eventos similares al presente, el Consejo de Estado ha advertido que no todo defecto de la vía tiene la entidad suficiente de poder generar un accidente, y por tanto, es necesario determinar conforme a las pruebas cuáles fueron las circunstancias que envolvieron los hechos a fin de determinar su causa. Así se ha expresado por esa Corporación:
“Esta versión, permite concluir afirmativamente sobre la existencia de baches o “huecos” en la carretera; no obstante, nada relevante ni específico se menciona en relación con sus características. El relato, a pesar de provenir de una persona que viajaba en el carro que colisionó, como él mismo lo sostiene, no es una versión inequívoca de lo que sucedió antes del impacto o de sus causas reales, pues simplemente declaró sobre lo que se sintió en la parte de atrás del automóvil donde viajaba.

Se ha señalado que el señor Reyes conducía a una velocidad aproximada de 70 km/h, y que hizo un viraje brusco hacia la derecha, maniobra que lo expulsó de la carretera, también se ha indicado que la presencia de fango afuera del camino hizo imposible controlar la trayectoria del automóvil y por esa razón éste colisionó contra un árbol, finalmente, a pesar de la poca visibilidad, los huecos se veían pero no resultaba posible determinar si sus características hacían necesario o no virar de súbito, pudiéndose constituir ésta, en la razón por la que el conductor, a prevención, trató de esquivarlos pero su maniobra resultó tanto o más peligrosa que la decisión de continuar su camino sin ejecutar giros bruscos y sorpresivos que alteraran la estabilidad del automóvil.

Con el dicho del testigo no es posible afirmar de manera indefectible que la magnitud de los huecos o baches presentes en la vía haya sido la causa generadora y única del daño padecido por los demandantes, pues no cualquier imperfección en la carretera tiene la potencialidad de hacer perder la estabilidad de un vehículo y, por esa razón, no es posible asegurar que su simple existencia sea causa insalvable de accidentes, como el que ocurrió. Por otra parte, existen otros factores distintos a la presencia de huecos en una carretera, que pueden tener incidencia directa y eficiente en un accidente, como la falta de pericia de un conductor para sortear situaciones irregulares que pueden presentarse durante la conducción.

De haber contado con la información relativa a las características del hueco, las condiciones climáticas del día del accidente, la visibilidad sobre la carretera y la velocidad promedio del vehículo, hubiese resultado muy útil la versión de un perito para que, con base en esos datos, determinara claramente si los obstáculos en la vía resultaban infranqueables y sí, inexorablemente, aún con la mayor prudencia y pericia de un conductor, se tornaron en la causa única y directa del accidente; pero, como los datos referenciados no se encuentran registrados ni descritos en ningún documento, no resulta posible emitir un juicio certero en relación con la causa del accidente ni acerca de quién resultan imputables.”

Nada permite que la Sala califique la incidencia de la falla del servicio alegada en la causación efectiva del daño, así como nada permite calificar si la maniobra del conductor al virar bruscamente, sobre carretera mojada, con poca visibilidad y a la velocidad con que se desplazaba, resultó apropiada o si, por el contrario, fue innecesaria e imprudente. 

Ciertamente se generan dudas en relación con la configuración del nexo de causalidad, pues no está probado que el hecho - la presencia de huecos en la vía – y el daño  sean consecuenciales y la causa eficiente que se endilga no se acreditó, pues la alegada falla no resulta – per se - determinante de la producción del daño o, por lo menos, no se probó que así sucediera en el caso que nos ocupa. De esta manera, no se encuentran acreditados los elementos de la responsabilidad extracontractual del Estado, en los términos del artículo 90 de la Constitución Política. (…)”
 (Resaltado fuera del texto original)
Igualmente, en una oportunidad anterior el Consejo de Estado estableció que el sólo hecho de la falta de señalización o demarcación de las vías no se constituye per se en un elemento suficiente para endilgar responsabilidad a la administración, del siguiente modo:

“En gracia de discusión, en este caso particular, la falta de señalización del sitio en el que se produjo el accidente, por si sola, no permite deducir responsabilidad de las entidades demandadas, como quiera que no se tiene conocimiento sobre la forma cómo ocurrió el accidente, mucho menos sobre la conducta que habrían adoptado las personas implicadas en él.   

De todo lo afirmado por los actores, lo único cierto son las lesiones del señor José Arialdo Naranjo como consecuencia de un accidente de tránsito en la carretera que comunica a la ciudad de Yopal con la de Aguazul, en el Departamento del Casanare; sin embargo, del exiguo material probatorio recaudado en el plenario, no es posible inferir que las lesiones del citado señor obedecieran a una falla del servicio imputable a las demandadas, pues, como se dijo atrás, ni siquiera hay forma de saber cómo ocurrió el accidente.

Puede concluirse, entonces, que en el sub judice las escasísimas pruebas obrantes en el plenario resultan insuficientes para demostrar la responsabilidad de las entidades demandadas.  Se requería, además, acreditar cuál fue la conducta omisiva en la que habrían incurrido las entidades demandadas, y si ésta fue la causante del accidente que involucró un vehículo particular y una motocicleta, pero además era necesario acreditar las circunstancias de tiempo, modo y lugar del accidente.  Nada de eso se encuentra probado en el proceso, razón por la cual no podrán prosperar las pretensiones de la demanda.” 

Así las cosas, debido a que después de la valoración de las pruebas debidamente allegadas en el presente asunto no es posible concluir que el estado de la vía y la inadecuada señalización de la misma haya sido la causa directa y necesaria del daño alegado por la parte actora, no se puede imputar el mismo a las entidades demandadas, y por tanto, no se les puede endilgar responsabilidad. 
En consecuencia, al no compartir la Sala la decisión emitida en la primera instancia de acceder a las pretensiones, procederá a revocar la sentencia del a quo para en su lugar disponer la denegatoria de las pretensiones, razón por la cual resulta innecesario adentrarse a los demás argumentos de apelación.
II. DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Administrativo del Cauca, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

FALLA

PRIMERO.- REVOCAR la Sentencia no. 020 del 10 de febrero de 2012, por medio de la cual el Juzgado Quinto Administrativo de Descongestión del Circuito de accedió parcialmente a las pretensiones de la demanda de reparación directa intentada por el señor JESÚS LEONEL CHAGUENDO CASAMACHÍN y otros contra el INSTITUTO NACIONAL DE VÍAS, el INSTITUTO NACIONAL DE CONCESIONES –hoy Agencia Nacional para la Infraestructura – y la UNIÓN TEMPORAL DE DESARROLLO VIAL DEL VALLE DEL CAUCA Y CAUCA, y en su lugar se DISPONE: DENEGAR las pretensiones de la demanda, conforme a las razones expuestas. 
SEGUNDO.- Ejecutoriada esta providencia devuélvase al Juzgado de origen para lo de su cargo
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Constancia: el proyecto de la presente providencia fue estudiado y aprobado en sesión de la fecha.

Los Magistrados,

CARMEN AMPARO PONCE DELGADO                   PEDRO JAVIER BOLAÑOS ANDRADE                                                                                          

MAGNOLIA CORTES CARDOZO
� De acuerdo con el artículo 308 del CPACA, éste “…se aplicará a las demandas y procesos que se instauren con posterioridad a la entrada en vigencia”, la que según el mismo ocurrió a partir del 2 de julio de 2.011.


� Sección tercera, Subsección A, exp. 175290, sentencia de 21 de febrero de 2.011.


� Sentencia del 8 de abril de 1998, expediente No. 11837.


�Consejo de Estado, sentencia de 25 de mayo de 2011. Exp. 18747 C.P. Jaime Orlando Santofimio Gamboa


� Transcripción hecha con algunas correcciones gramaticales y ortográficas.


� Al respecto, sobre los requisitos que deben cumplir los denominados “testigos de oídas” a fin de ser valorados, resulta ilustrativo el pronunciamiento emitido por la Subsección C de la Sección Tercera del Consejo de Estado en Sentencia del 29 de febrero de 2012, M.P. Jaime Orlando Santofimio Gamboa, radicado: 52001-23-31-000-1999-00883-01(21379), actor: Manuel Garzón Chazatar y otros.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección A, Sentencia del 27 de junio de 2012, radicado: 66001-23-31-000-1999-00126-01(22683), actor: Jair Antonio Amaya Cárdenas y otros. En términos similares, consultar entre otras la siguiente providencia: sentencia de 5 de junio de 2008. Sección Tercera. Exp.: 730012331000199716698 01 (16.398).


 


�Consejo de Estado, Sección Tercera Subsección A, sentencia del 21 de marzo de 2012, radicado 76001-23-31-000-1996-02636-01(18834), C. P. Carlos Alberto Zambrano Barrera; que fue reiterada por el Alto Tribunal en similares términos el fallo emitido el 14 de junio de 2012 dentro del proceso con radicado: 20001-23-31-000-1999-00499-01(22941), C.P. Stella Conto Díaz del Castillo.


� Consejo de Estado-Sección Tercera, M.P. Myriam Guerrero de Escobar, Sentencia del 22de abril de 2009, radicado: 85001-23-31-000-1995-00099-01 (16192), actor: José Arialdo Naranjo y otros.






